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Expediente 66001-31-10-002-2015-00667-01

Se pronuncia la Sala Unitaria
, en esta fecha, atendiendo las circunstancias anotadas en la constancia de folio 16 v., sobre las cuales se tomarán los correctivos del caso, en relación con la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Luis Fernando Ucros Velásquez, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, consistentes en dos (2) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo mensual legal vigente, por no cumplir la orden impartida en la sentencia que ese mismo despacho profirió dentro de la acción de tutela que contra la mencionada entidad promovió Jineth Londoño Castaño y otros. 

ANTECEDENTES

En el aludido fallo, se amparó el derecho de petición y se ordenó al ahora sancionado, que en el término de 48 horas emitiera respuesta de fondo frente a la petición de pago y gestión en nómina para el pago a que hubiere lugar, relacionada con el derecho prestacional que les corresponde a los accionantes con ocasión del deceso de su señor padre.
Ante la información de la parte actora, acerca del incumplimiento de la orden, se requirió al superior funcional del servidor, con el fin de que lo hiciera cumplir; como no hubo respuesta en tal sentido, se dio apertura al incidente. En su defensa, dijo el funcionario que se había enviado comunicación a la parte interesada para que se notificara de la contestación expedida por la entidad; seguidamente el Juzgado, indicó que lo aportado nada tenía que ver con lo que se ordenó, pues se refería a otra persona, y la demandante indicó que aún no se recibía información sobre el particular. Sobrevino, entonces, el auto que ahora se consulta.
Con posterioridad el ente accionado expuso que se habían proferido los actos administrativos que resolvían de fondo lo requerido por medio de esta demanda, los que en copia se remitieron junto con el de notificación y certificación de la Gerencia Nacional de Nómina (f. 60 a 65, c, 1; y 17 a 22, c. 2), por lo que debía disponerse la cesación de los efectos de la sanción.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se ha constituido en un referente social de trascendencia nacional, desde su ubicación constitucional en el año 1991. Tanta es su importancia, que el cumplimiento de las órdenes que en ejercicio de la misma se imparten es perentorio, so pena de que, en caso de omisión, deban enfrentar las autoridades o los particulares a quienes se les imponen, las consecuencias propias de la misma, previstas ellas en el artículo 52 del Decreto 2591, bajo cuyo tenor se puede sancionar con arresto hasta por seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Tal omisión, sin embargo, debe obedecer a razones de orden subjetivo, es decir, que provengan del capricho, o de la manifiesta intención de sustraerse, sin una razón válida, al acatamiento de la orden del juez constitucional, lo cual debe ser valorado en cada caso, entre otras razones, porque la finalidad última del incidente es la satisfacción del derecho fundamental que se ha lesionado, antes que la sanción. 

En esta medida, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente de desacato y el cumplimiento mismo, y en esa distinción, de tiempo atrás viene precisando que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
.  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite y por eso la misma jurisprudencia se ha encargado de repetir que: 
“Desde sus primeras providencias la Corte Constitucional ha diferenciado entre el cumplimiento de las sentencias de tutela y el incidente de desacato. En sentencia T-458 de 2003
 estas disparidades se hicieron explícitas: (i) “el cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal” y; (ii) “la responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva”.

  


... Entonces, mientras el trámite de cumplimiento obliga al juez de tutela a adoptar todas las medidas que encuentre necesarias para materializar la protección concedida, el desacato es un mecanismo “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
.

… Debido a lo expuesto, “la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”
. (Subrayado fuera del original)” 

Es muy importante esta diferenciación en el caso de ahora, porque, objetivamente, está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever la foliatura, desatendió, en el tiempo que se le otorgó para ello, la sentencia respectiva. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque ahora existe plena prueba, acerca de la respuesta de fondo a la petición de la parte actora, no solo respecto del primer acto administrativo esperado y relacionado con el reconocimiento prestacional del caso, sino con la materialización de inclusión de los valores correspondientes en el Departamento de Nómina, que se suma al hecho de que la parte actora había dado por satisfecho lo gestionado. 
Por tanto, satisfecha la finalidad perseguida, no cabe mantener las sanciones impuestas. 
DECISIÓN

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria Civil-Familia, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, por medio del cual impuso sanciones por desacato al Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES Luis Fernando Ucros Velásquez, dentro de la acción de tutela que contra la mencionada entidad promovió, Jineth Londoño Castaño y otros.
En su defecto, se abstiene la Sala de imponer sanciones al citado funcionario. 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
� Se decide en Sala Unitaria, por cuanto se trata de un auto que desata una consulta y no de la imposición misma de la sanción en los eventos en los que el Tribunal imparte la orden en primera instancia. Esto, siguiendo lo reglado por el artículo 35 del CGP.


� Sentencia T-191 de 2009


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Sentencia T-191/09 (M.P. Humberto Sierra Porto).


� Ibídem.


� Corte Constitucional, auto 181 de 2015





